
    

 

JDO. PRIMERA INSTANCIA N. 7 
VALLADOLID 
 
SENTENCIA: 00023/2014 
C/NICOLAS SALMERON Nº 5, PLANTA Nº 4º 

Teléfono: 983-413370-69-71 

Fax: 983-413267 

N04390  

 

N.I.G.: 47186 42 1 2013 0008216 

PROCEDIMIENTO ORDINARIO 0000474 /2013-A1 
Procedimiento origen:   / 

Sobre OTRAS MATERIAS  

 DEMANDANTE,  DEMANDANTE D/ña. DESIDERIO ALVAREZ LA DERO, ROSARIO TERESA MARTIN MARTIN  

Procurador/a Sr/a. JUAN ANTONIO DE BENITO GUTIERREZ , JUAN ANTONIO DE BENITO GUTIERREZ  

Abogado/a Sr/a. ,     

 DEMANDADO D/ña.  BANKIA S.A. BANKIA S.A. 

Procurador/a Sr/a. MARIA DEL MAR TERESA ABRIL VEGA 

Abogado/a Sr/a. RAUL DE LA HOZ QUINTANO 

 

--de Benito Gutiérrez-- 

Procuradores 

 Notificación  

Jueves 06 de Febrero de 2014 

 

 
 
 

S E N T E N C I A 
 

   
JUEZ QUE LA DICTA: MAGISTRADO  GOMEZ  SANTOS. 
Lugar: VALLADOLID.  
Fecha: cinco de Febrero de dos mil catorce. 
Demandante: DESIDERIO ALVAREZ LADERO, ROSARIO TERES A MARTIN 
MARTIN . 
Abogado/a: ANTONIO CASTRO LOSADA . 
Procurador/a: JUAN ANTONIO DE BENITO GUTIERREZ 
 
 
Demandado:  BANKIA S.A.  
Abogado/a: RAUL DE LA HOZ QUINTANO 
Procurador/a: MARIA DEL MAR TERESA ABRIL VEGA. 
 
Procedimiento: PROCEDIMIENTO ORDINARIO  Nº  474 /20 13. 
 
 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
PRIMERO.- Por D. DESIDERIO ÁLVAREZ LADERO y Dña. ROSARIO 
TERESA MARTÍN MARTÍN bajo la representación de Proc urador D. 
Juan Antonio de Benito Gutiérrez  y defensa de Abog ado D. 
Antonio Castro Losada, se presentó el día 7 de juni o de 2013 
demanda contra BANKIA S.A. (antes BANCAJA) sobre nu lidad del 
contrato y subsidiariamente de forma sucesiva, anul abilidad, 
acción de incumplimiento contractual, con los efect os y en la 
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forma que en el Suplico se concretaba y con interes es legales 
y  costas. 
 
SEGUNDO.- De este escrito se dio traslado a BANKIA S.A. qui en 
contestó bajo la representación de Procurador Dña. Mar Abril 
Vega y defensa de Abogado D. Raúl de la Hoz Quintan o, 
oponiéndose en los términos que obran en autos. Tra s ello se 
celebró la correspondiente audiencia previa, citánd ose al 
finalizar la misma a las partes para la vista públi ca. 
El día 20 de noviembre de 2013 se  celebró la vista  
acordándose la suspensión y celebrándose nuevamente  el 20 de 
enero de 2014 donde tras oírse a las partes, y prac ticarse la 
prueba propuesta y admitida se acordó la práctica d e 
diligencia final de requerimiento de documentación  a Banco 
C.E.I.S.S. 
Tras la práctica de la diligencia final  quedaron l os autos 
para sentencia. 
 
TERCERO.- Se consideran como hechos probados: 
 

-  El 28 de abril de 2009 se emitió la orden de valore s 
aportada como documento nº  5 y 6 de la contestació n a la 
demanda, a virtud del cual destinaron 30.000 euros a la 
adquisición de 30 obligaciones subordinadas, a razó n de 
1.000 euros cada obligación. 

-  El 9 de junio de 2009, se produjo la cancelación de  esa 
orden para invertir dicho dinero a plazo fijo. 

-  El 6 de julio de 2009 se produjo la cancelación del  plazo 
fijo y se emitió orden de valores, aportada como 
documento 8 de la demanda, a virtud de la cual se 
destinaron 200.000 euros a la adquisición de 200 
obligaciones subordinadas, a razón de 1.000 euros c ada 
una. 

-  Dichos contratos fueron suscritos por el demandante  tras 
conversaciones con el empleado de BANKIA S.A. D. Ig nacio 
María Antolín  Fernández. 

-  D. Ignacio María Antolín Fernández dejó de trabajar  para 
BANKIA S.A.  en septiembre de 2012 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 
PRIMERO.- Por los hoy actores se promueve la nulidad del 
contrato de adquisición de obligaciones subordinada s de 6 de 
julio de 2009. 
La nulidad se postula considerando que existe un er ror en la 
prestación del consentimiento que invalida el mismo . La 
existencia de un consentimiento válido como element o esencial 
del contrato viene establecida en el art. 1261 del C.Civil, 
resultando del art. 1266 del C.Civil que para que e l error 
produzca la nulidad de los contratos, deberá recaer  sobre la 
sustancia de la cosa que fue objeto del contrato o sobre 
condiciones esenciales de la misma. 
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En el año 2009 ya estaba en vigor (desde el 21 de d iciembre de 
2007) en España la normativa MIFID, a partir de que  la Ley 
47/2007 modifica la Ley 24/1988  del Mercado de Val ores, 
introduciendo en esta última las novedades de la Di rectiva 
MIFID. A su vez, la introducción de esta normativa se ha visto 
completada con la promulgación del Real Decreto 217 /2008, de 
15 de febrero, sobre el régimen jurídico de las emp resas de 
servicios de inversión y de las demás entidades que  prestan 
servicios de inversión (B.O.E. de 16 de febrero). A corde al 
art. 79 párrafo primero de la Ley de Mercado de Val ores las 
entidades que presten servicios de inversión deberá n 
comportarse con diligencia y transparencia en inter és de sus 
clientes, cuidando de tales intereses como si fuera n propios. 
Y el art. 79 bis en sus apartados 2 y 3 dispone “ 2. Toda 
información dirigida a los clientes, incluida la de  carácter 
publicitario, deberá ser imparcial, clara y no enga ñosa. Las 
comunicaciones publicitarias deberán ser identifica bles con 
claridad como tales. 3. A los clientes, incluidos los clientes 
potenciales, se les proporcionará, de manera compre nsible, 
información adecuada sobre la entidad y los servici os que 
presta; sobre los instrumentos financieros y las es trategias 
de inversión; sobre los centros de ejecución de órd enes y 
sobre los gastos y costes asociados de modo que les  permita 
comprender la naturaleza y los riesgos del servicio  de 
inversión y del tipo específico de instrumento fina nciero que 
se ofrece pudiendo, por tanto, tomar decisiones sob re las 
inversiones con conocimiento de causa”. 

De estos preceptos, y del art. 7 del C.Civil result a para la 
demandada unas obligaciones de probidad y buena fe con sus 
clientes, con los actores, así como el deber de dar les la 
necesaria información del producto en términos tale s que dadas 
las características de esos clientes, los mismos tu vieran 
conocimiento pleno de los elementos esenciales del mismo. Ello 
es exigible no solo a virtud del deber de buena fe del art. 7 
del C.Civil, sino igualmente del art. 79.1 de la Le y de 
Mercado de Valores vigente en ese momento y el art.  4.1 del 
Real Decreto 629/1993. En el mismo sentido Real Dec reto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley General para la Defens a de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementari as, en su 
art. 12 obliga al empresario a advertir de los ries gos del 
producto; el art. 18 exige que la información que s e ofrece al 
consumidor sea comprensible para el mismo, y el art . 18 
consagra la exigencia de ofrecer información “veraz , eficaz y 
suficiente sobre sus características esenciales”. 
Ha de partirse de que conforme indican las SAP Álav a sección 1 
del 10 de Octubre del 2013, o la SAP de Oviedo, sec ción 5 del 25 de 
Octubre del 2013, “las obligaciones subordinadas ti enen la 
consideración oficial de producto complejo del art.  79 bis 
8.a) de la Ley del Mercado de Valores , si se tiene  en cuenta 
que este precepto considera no complejos dos catego rías de 
valores: una primera, que englobaría los valores tí picamente 
desprovistos de riesgo y las acciones cotizadas com o valores 



    

 

ordinarios, cuyo riesgo es de general conocimiento;  y una 
segunda, que considera valores no complejos aquéllo s en los 
que concurran tres condiciones, a saber: que exista n 
posibilidades frecuentes de venta, reembolso u otro  tipo de 
liquidación de dicho instrumento financiero a preci os 
públicamente disponibles para los miembros en el me rcado y que 
sean precios de mercado o precios ofrecidos, o vari ados, por 
sistemas de evaluación independientes del emisor. Y , 
finalmente, que no impliquen pérdidas reales o pote nciales 
para el cliente que excedan del coste de adquisició n del 
instrumento y que exista a disposición del público información 
suficiente sobre sus características que sea compre nsible, de 
modo que permita a un cliente minorista emitir un j uicio 
fundado para decidir si realiza o no la operación”.  
Constituyen un mecanismo de las entidades privadas para 
obtener fondos propios, diferenciándose de los bono s en que 
mientras estos últimos tienen un vencimiento a cort o-medio 
plazo, las obligaciones subordinadas lo tienen a la rgo plazo 
(10 años).  
 
En el presente caso el llamado test de conveniencia , se 
realiza únicamente a uno de los adquirentes, D.  DE SIDERIO 
ÁLVAREZ LADERO, y en el mismo se indica que tiene e studios 
básicos y que su actividad profesional (taxista) no  guarda 
relación alguna con actividades financieras.  
Siendo el deber de información, una obligación que incumbe a 
la entidad demandada, es esta quien tiene la carga de 
acreditar no solo que dio dicha información, sino q ue lo hizo 
en forma tal que los clientes llegaron a conocer la s 
características del producto financiero, en término s que 
pudieran emitir un consentimiento válido. Correspon diendo a 
BANKIA S.A. la carga de la prueba y analizando las 
circunstancias del caso es claro que no existe esa información 
suficiente, ni por tanto el consentimiento válido, no viciado 
de error.  
No se considera que la demandada haya acreditado un a 
información suficiente a los actores  del producto que estos 
adquirían. 
 
El testigo D. Ignacio María Antolín Fernández, ex e mpleado de 
la demandada que comercializaba este tipo de produc tos sabía 
que los demandantes, no tenían formación financiera , no 
ofreciéndoles otros productos más acordes con su pe rfil 
conservador. Este perfil conservador resulta eviden te, tanto 
de las especificas condiciones personales de los ac tores 
(nacido el esposo el 25 de marzo de 1943 según DNI presentado 
en la vista e inversores en plazo fijo, no producto s de 
riesgo), como del Test de Idoneidad (DOC 9 demanda)  realizado 
a cada uno de los demandantes el 22 de septiembre d e 2009, 
esto es tres meses después de que se diera la orden  de 
adquisición.  
Además el testigo expresa que los clientes estaban informados 
de que había un mercado secundario, sin embargo man ifiesta que 
no recuerda que les informara del riesgo existente,  porque 
para el testigo dichas obligaciones subordinadas er an un 
producto seguro en 2009, ya que a diferencia de las  
preferentes no se contrataban para un plazo indefin ido sino a 
10 años.  Nos dice que únicamente les informó de qu e si 
vendían antes del vencimiento de las obligaciones e xistía 
riesgo de perder algo de dinero, pero no les inform ó de la 
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posibilidad de perder dinero por mantener dichas ob ligaciones 
subordinadas, como tampoco consta se les informara minimamente 
del funcionamiento absolutamente opaco para los cli entes, de 
ese mercado secundario. 
Por tanto no se suministró a los actores, a un nive l por ellos 
comprensible, datos esenciales del producto, como r iesgos de 
pérdida del principal,  posibilidad de no venta inm ediata y a 
precio de coste en ese mercado secundario, caracter ísticas del 
funcionamiento de tal mercado secundario, imposibil idad de 
recuperar el dinero en un plazo determinado años, p osibilidad 
de intervención de la entidad que genere menoscabos , etc.  
 
 
La demandada sostiene que las operaciones financier as 
celebradas entre el 28 de abril de 2009 y el 6 de j ulio de 
2009 por D. DESIDERIO ÁLVAREZ LADERO, prueban que e ra una 
persona que conocía perfectamente la clase de produ ctos que 
compraba, pero no acredita la parte demandada que e n dichas 
caso se informara correctamente al demandante y más  bien lo 
que demuestran es que D. DESIDERIO ÁLVAREZ LADERO e staba 
realmente interesado en un nuevo plazo fijo cuando terminara 
el que tenía suscrito y que desconocía la naturalez a de los 
productos que estaba comprando y que se dejaba guia r por las 
indicaciones del empleado de BANKIA S.A. Del mismo modo, la 
Diligencia Final nada nuevo añade a lo ya argumenta do, ya que 
no consta ni se ha acreditado por la demandada que los fondos 
sean de riesgo, indicando en sus conclusiones la pr opia 
demandada que dos de ellos son de renta fija.  
 
Todo ello supone que la aceptación por los actores de la 
oferta de la demandada no constituya una manifestac ión de 
consentimiento valido, debiéndose anular el contrat o por falta 
de dicho consentimiento, al afectar la falta de inf ormación a 
elementos esenciales. 
En consecuencia ha de prosperar nulidad del contrat o 
interesada en la demanda. 
 
 
SEGUNDO.- La nulidad apreciada, por falta de consentimiento  
conlleva, acorde al art. 1303 del C.Civil, una obli gación 
recíproca de restitución. La demandada deberá resti tuir las 
cantidades percibidas por las obligaciones subordin adas y los 
intereses legales de las mismas desde la adquisició n de las 
obligaciones (el 6 de julio de 2009).  Los actores deberán 
restituir  sus obligaciones subordinadas a la deman dada, o en 
su caso aquellos títulos (bonos convertibles o cual quier otro) 
que hayan recibido en sustitución de las mismas. Ig ualmente de 
los 200.000 euros e intereses legales desde la susc ripción 
habrán de descontarse las cantidades recibidas por los actores 
por razón de la tenencia de esas participaciones pr eferentes.  
Y de todas estas cantidades recibidas por los actor es se 
tendrán en cuenta asimismo los intereses legales. E s decir, la 
cantidad a recibir por los actores será el resultad o de: 
-sumar al principal entregado, 200.000 euros, los i ntereses 
legales desde la fecha de la suscripción hasta la l iquidación. 
-restar de esa cifra las cantidades que los actores  han 
recibido a virtud de la tenencia de esos títulos, a sí como los 
intereses legales de esas cantidades recibidas, des de la fecha 
de su recepción por los demandantes hasta la liquid ación.  
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Además, los actores habrán de entregar a la demanda da los 
títulos adquiridos en el contrato anulado, o aquell os otros que 
los han sustituido. 
En consecuencia se estima totalmente la demanda al aplicar 
correctamente los efectos legales de la nulidad sol icitada. 
                    
TERCERO.- El art. 394 de la L.E.Civil establece el régimen de 
costas aquí aplicable.  
 
 
 VISTOS los preceptos citados y demás de general y 
pertinente aplicación al caso, 
 
 
 F A L L O 
 
 
1.- Estimando totalmente la demanda presentada por D. 
DESIDERIO ÁLVAREZ LADERO y Dña. ROSARIO TERESA MART ÍN MARTÍN 
contra BANKIA S.A. declaro nula la orden de valores  de 6 de 
julio de 2009, aportada como documento nº 8 de la d emanda, a 
virtud del cual destinaron doscientos mil euros (20 0.000 €) a 
la adquisición de doscientas obligaciones subordina das, a 
razón de 1.000 euros cada obligación. 
 
2.- Condeno a BANKIA S.A.  a abonar a la parte acto ra las 
cantidades por los actores entregadas (200.000 EURO S) más los 
intereses legales desde la fecha de la adquisición (6 de julio 
de 2009). De esa cantidad habrán de descontarse las  cantidades 
recibidas por la parte actora por razón de la tenen cia de esas 
obligaciones subordinadas, así como los intereses l egales de 
esas cantidades recibidas, en los términos del Fund amento de 
Derecho Segundo, parte final, de la presente. Igual mente, de 
forma coetánea deberá la parte actora entregar a la  demandada 
las obligaciones subordinadas adquiridas en las órd enes 
anuladas, o aquellos productos que en sustitución d e las mismas 
hayan recibido. 
 
Las costas se imponen a BANKIA S.A. 
 
 Contra esta resolución podrá efectuarse recurso de  
apelación, ante este mismo Juzgado, en el plazo de veinte días. 
Conforme a la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembr e, 
complementaria de la Ley de reforma de la legislaci ón procesal 
para la implantación de la nueva Oficina judicial, por la que 
se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, para la interposición del recurso de apel ación será 
necesaria la previa constitución de un depósito de cincuenta 
euros (50 €) mediante consignación en la cuenta de este juzgad o. 
Si se estimare total o parcialmente el recurso, en la misma 
resolución se dispondrá la devolución de la totalid ad del 
depósito . 
 
Así por ésta mi sentencia, definitivamente juzgando  en esta 
instancia, lo pronuncio mando y firmo. 
 
 
 
E/ 
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Cabecera 

Remitente: [4718642007] JDO. PRIMERA INSTANCIA N. 7 
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